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                                                                                               Concepto 5504

Bogotá, D.C., enero 25 de 2013
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 16 (parcial) de la Ley 393 de 1997 “por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política”.


Actor: Eudoro Echeverri Quintana y otros.


Magistrado Ponente: LUIS ERNESTO VARGAS SILVA.
        
Expediente D-9341.


Concepto 5504
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto en relación con la demanda que presentaron en ejercicio de su ciudadanía Eudoro Echeverri Quintana, Katherine Carvajal Diez, Juan Sebastián Sepúlveda Salazar y Jonathan Durán Ramírez,  contra el artículo 16 (parcial) de la Ley 393 de 1997, “por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política”.  El texto de la norma acusada se transcribe enseguida, subrayándose el aparte demandado:

LEY 393 DE 1997

(Julio 29)

Diario Oficial No. 43.096, de 30 de julio de 1997

Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política.

EL CONGRESO DE COLOMBIA,
DECRETA:
 (…)

ARTICULO 16. RECURSOS. Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno, salvo que se trate del auto que deniegue la práctica de pruebas, el cual admite el recurso de reposición que deberá ser interpuesto al día siguiente de la notificación por estado y resuelto a más tardar al día siguiente.

1. Planteamiento de la demanda. 

Los actores consideran que la expresión demandada, al excluir la interposición del recurso de apelación contra el auto que rechaza la acción de cumplimiento vulnera el acceso a la administración de justicia, el derecho de defensa y el debido proceso.  
En cuanto al requisito de especificidad exigido por la Corte, señalan que, “la demanda apuntó al hecho irreductible derivado del texto del precepto demandado en el entendido de impedir el libre acceso a la administración de justicia, impedir la interposición del recurso de apelación contra el auto que rechaza la demanda de acción de cumplimiento, viola también el derecho de defensa y obviamente el debido proceso”.  Respecto del requisito de claridad, aducen que, “al momento en que se expiden normas que limitan la participación, directa, efectiva y eficaz de las personas es ir en contra de la soberanía del pueblo como Constituyente Primario, además de ir también en contravía de la finalidad de la misma ley...”.  Para el efecto hacen mención de algunos apartes de las sentencias C-193 de 1998.  Finalmente, sobre el requerimiento del requisito de certeza  mencionan que, “desde el momento en que no se permite la interposición del recurso, la lesión de los derechos enunciados en la demanda, es evidente sin requerir de discursos extensos” y citan apartes de la sentencia C-25 de 2009.
2. Problema jurídico.

Corresponde al Ministerio Público determinar si la expresión acusada en los términos señalados por el artículo 16 (parcial) de la Ley 393 de 1997, al excluir del recurso de apelación el auto que decide el rechazo de la acción de cumplimiento resulta contrario al acceso a la administración de justicia, el derecho de defensa y al debido proceso.  
3. Análisis jurídico.

De acuerdo con el artículo 2, numeral 3 del Decreto 2067 de 1991, la demanda de inconstitucionalidad debe contener las razones por las cuales se estiman infringidas las normas constitucionales señaladas como violadas, es decir, el concepto de violación, el cual, como lo ha puntualizado la Corte Constitucional en la sentencia C-831 de 2002, debe contener una exposición clara, cierta, específica, pertinente y suficiente de las razones por las cuales el demandante considera que el contenido de la disposición constitucional es desconocido por la disposición legal impugnada.

En el caso sub examine el Magistrado Ponente por medio del Auto del 23 de octubre de 2012, inadmite la demanda, advirtiendo que las razones que conforman el concepto de violación no cumple con las condiciones de razonabilidad del cargo previstas en la ley y en la jurisprudencia constitucional.  En su oportunidad, los accionantes corrigen la demanda y no obstante, en su corrección se limitan a reiterar sus apreciaciones iniciales,  para finalmente solicitar un pronunciamiento de fondo.

Al respecto, la Corte ha explicado que en aplicación del principio pro actione, el examen de los requisitos adjetivos de la demanda de constitucionalidad no debe ser sometido a un escrutinio excesivamente riguroso y que debe preferirse una decisión de fondo antes que una inhibitoria, de manera que se privilegie la efectividad de los derechos de participación ciudadana y de acceso al recurso judicial efectivo ante la Corte

En este sentido, encuentra el Ministerio Público que la acusación formulada en contra de la expresión “Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno”, no refleja una vulneración de la disposición con los artículos superiores.

Se llega a esta conclusión, pues en primer lugar, la Constitución Política reconoce al legislador un amplio margen de configuración para regular las formas propias de cada proceso. Dentro de este margen de configuración, el legislador tiene competencia para la regulación de recursos, etapas, términos, así como la competencia de los funcionarios para conocer determinados asuntos y los medios de prueba que puedan valerse los administrados.

El artículo 8º de la Ley 393 de 1997, prevé que, “La acción de cumplimiento procederá contra toda acción  y omisión de la autoridad que incumple o ejecute actos o hechos que permitan deducir inminente incumplimiento de normas con fuerza de ley o actos administrativos. También procederá contra acciones u omisiones de los particulares, de conformidad con lo establecido en la presente ley…”.

El artículo 10 de la Ley 393 de 1997 exige el cumplimiento de siete requisitos de la demanda para iniciar el proceso, así:  
ARTICULO 10. CONTENIDO DE LA SOLICITUD. La solicitud deberá contener: 

1. El nombre, identificación y lugar de residencia de la persona que instaura la acción. 

2. La determinación de la norma con fuerza material de Ley o Acto Administrativo incumplido. Si la Acción recae sobre Acto Administrativo, deberá adjuntarse copia del mismo. Tratándose de Acto Administrativo verbal, deberá anexarse prueba siquiera sumaria de su existencia. 

3. Una narración de los hechos constitutivos del incumplimiento. 

4. Determinación de la autoridad o particular incumplido. 

5. Prueba de la renuencia, salvo lo contemplado en la excepción del inciso segundo del artículo 8º de la presente Ley, y que consistirá en la demostración de haberle pedido directamente su cumplimiento a la autoridad respectiva. 

6. Solicitud de pruebas y enunciación de las que pretendan hacer valer. 

7. La manifestación, que se entiende presentada bajo gravedad del juramento, de no haber presentado otra solicitud respecto a los mismos hechos o derechos ante ninguna otra autoridad. 

PARAGRAFO. La solicitud también podrá ser presentada en forma verbal cuando el solicitante no sepa leer ni escribir, sea menor de edad o se encuentre en situación de extrema urgencia. 

El artículo 11, dispone el trámite preferencial de la acción, señalando que esta “será sustanciada con prelación”.  Por su parte, el artículo 12, ibídem, prevé el trámite para su admisión o rechazo. 
ARTICULO 12. CORRECCION DE LA SOLICITUD. Dentro de los tres (3) días siguientes a la presentación de la demanda el Juez de cumplimiento decidirá sobre su admisión o rechazo. Si la solicitud careciere de alguno de los requisitos señalados en el artículo 10 se prevendrá al solicitante para que la corrija en el término de dos (2) días. Si no lo hiciere dentro de este término la demanda será rechazada. En caso de que no aporte la prueba del cumplimiento del requisito de procedibilidad de que trata el inciso segundo del artículo 8o, salvo que se trate de la excepción allí contemplada, el rechazo procederá de plano. 

Si la solicitud fuere verbal, el Juez procederá a corregirla en el acto con la información adicional que le proporcione el solicitante. 

Como sucede en la mayoría de las demandas el juez puede inadmitirla por falta de satisfacción de los requisitos formales y rechazarla por no probarse la constitución en renuencia o no haber subsanado la inadmisión. Así, cuando la demanda fue inadmitida y a pesar de haberse concedido un término de dos (2) días al accionante para que la corrija y éste no la subsana se rechazará de plano; y cuando no se acredita la prueba del cumplimiento de los requisitos de procedibilidad de constitución en renuencia, evento en que también se rechazará de plano, salvo en que no se haya constituido por estar el actor en inminente peligro de sufrir un perjuicio irremediable. 

Por lo tanto, si el actor no cumple con los requisitos señalados o no corrige a tiempo las deficiencias de que adolece su solicitud de acción de cumplimiento, haría inoperante la acción.  En estas circunstancias no es posible admitir como lo hacen los accionantes que la providencia que rechaza la acción de cumplimiento, impide el libre acceso a la administración de justicia, o vulnera el derecho de defensa y el debido proceso por el contrario, la ley regulatoria de la acción hace mención especifica de los requisitos que debe contener una acción de cumplimiento y la forma de subsanarlos.

Entonces, si la acción de cumplimiento es rechazada, eso no significa que el actor no pueda volver a presentarla nuevamente.  Puede hacerlo, y debe tener en cuenta que si la acción es en contra de una norma con fuerza de ley debe estar vigente, es decir no debe haber sido derogada, ni declarada inexequible por la Corte Constitucional, y en relación con los actos administrativos, sean de carácter general o particular no deben haber sido declarados nulos, ni haber perdido su fuerza ejecutoria.  

Lo anterior, en razón a que la acción de cumplimiento se funda en el principio de efectividad, contenido en el artículo 2º de la Carta Política, según el cual, son fines del Estado, entre otros, “garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución”, en el numeral 6º del artículo 40, que prevé el derecho a fundamental a “Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y la ley”, y en el artículo 87 que consagra la referida acción.
4. Conclusión.

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLE la expresión: “Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno”, contenida el artículo 16 (parcial) de la Ley 393 de 1997, “por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política”, por los aspectos aquí analizados. 
Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
NROMERO/NROA
� Sentencia C-978 de 2010
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